PROYECTO DE LEY SOBRE RECONOCIMIENTO Y PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS EN LA ATENCIÓN DE SALUD MENTAL.
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ANTECEDENTES
Por medio de esta iniciativa se pretende reconocer y garantizar los derechos  fundamentales de las personas con enfermedad mental y de quienes experimentan una discapacidad intelectual o síquica, desarrollando y complementando las normas constitucionales y legales chilenas que los consagran, así como las normas incluidas en instrumentos internacionales suscritos por Chile. También regula algunos derechos de los familiares y cuidadores de dichas personas.

De acuerdo a lo señalado en sus considerandos
, la Organización Mundial de la Salud reconoce tres formas en que los países han abordado la regulación de la salud mental: en algunos se dispone de una ley específica, en otros se incorpora a la legislación general de salud, trabajo, vivienda o legislación penal, y en otros, se combinan ambas fórmulas, integrando componentes de salud mental en diversas leyes, a la vez que cuentan con una legislación específica de salud mental.
En Chile, se consagra el derecho a la integridad psíquica y a la protección de la salud, lo que se condice con el derecho de toda persona al “disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental” consagrado en el Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Ahora bien, en nuestro país no existe legislación específica sobre salud mental, sino que su regulación se encuentra dispersa en diversas normas, entre ellas: en la ley Nº 20.584 que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación a las acciones vinculadas a su atención de salud; en la ley N° 20.422 que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, y en la ley N° 18.600, que establece normas sobre deficiencia mental.
Agrega, más adelante, que de acuerdo a la evidencia empírica, las enfermedades mentales poseen una alta prevalencia en Chile y el mundo. Su relevancia es tal que la Organización Mundial de la Salud ha propiciado su incorporación como un elemento transversal en el diseño de políticas de salud, señalando que "no existe salud si no hay salud mental”.
Mientras la proporción de compatriotas que ha presentado síntomas depresivos casi duplica la de Estados Unidos, situándose sobre el 17%, se estima que más del 3% de la población presenta trastornos psiquiátricos graves; menos de la mitad de ellos acceden a tratamiento.

En consecuencia, el proyecto busca salvar la omisión existente en Chile, que carece de una legislación específica en salud mental, instaurando un marco normativo que proteja los derechos de las personas con discapacidad o con enfermedades mentales. La idea es recoger, al menos parcialmente, el llamado de la Organización Mundial de la Salud, en el sentido de contar con una legislación sobre salud mental que codifique y consolide los principios fundamentales, los valores, propósitos y metas que permitan fijar objetivos claros a políticas y programas de salud mental, para asegurar los derechos fundamentales de las personas que se encuentran en situación de vulnerabilidad, estigmatización, discriminación y marginación, por el sólo hecho de estar perjudicadas por una condición que afecta su salud mental.
ESTRUCTURA Y CONTENIDO

El proyecto consta de 26 artículos permanentes comprendidos en 6 títulos: 1. Disposiciones generales; 2. De los derechos de las personas en situación de discapacidad psíquica o intelectual y de las personas usuarias de los servicios de salud mental; 3. De la naturaleza y requisitos de la hospitalización psiquiátrica; 4. Derechos de los familiares y de quienes apoyen a personas con enfermedad mental o discapacidad psíquica o intelectual; 5. De la inclusión social, y 6. Modificaciones legales.
Título I. Disposiciones generales (Artículos 1-8).
Artículo 1. Señala que la finalidad de la ley es reconocer y proteger los derechos fundamentales de las personas con enfermedad mental, discapacidad intelectual o psíquica. A su vez, se precisa en el inciso segundo que el goce de los derechos humanos se garantiza, tanto en la Constitución como en tratados internacionales. Respecto de los tratados, estos constituyen derechos fundamentales y por ende el Estado debe respetarlos y garantizarlos.
Artículo 2. Dispone qué debe entenderse por salud mental, distinguiendo entre adultos y niños y adolescentes. Por su parte, define enfermedad o trastorno mental como una condición mórbida que presente una determinada persona, afectando en intensidades variables el funcionamiento de la mente, el organismo, la personalidad y la interacción social, establecida conforme a lo dispuesto en la ley Nº 20.422. Asimismo, define qué debe entenderse por persona con discapacidad intelectual o psíquica.
Artículo 3. Establece los principios que regirán en la aplicación de esta ley. Acá se destacan los siguientes:

e) La participación e inclusión plena y efectiva de las personas en la vida social, g) La equidad en el acceso, continuidad y oportunidad de las prestaciones de salud mental, otorgándoles el mismo trato que a las prestaciones de salud física, e i) La accesibilidad universal, tal como la define la ley N° 20.422.
Artículo 4. Consigna que toda persona con problemas de salud mental tiene derecho a expresar su consentimiento libre e informado en los tratamientos o alternativas terapéuticas propuestas. Asimismo, se consagra el derecho del paciente a ser informado de modo que asegure su comprensión. Ahora bien, la persona podrá designar a uno o más acompañantes para la toma de decisiones, quienes le asistirán, cuando sea necesario, a ponderar las alternativas terapéuticas disponibles para la recuperación de su salud mental. Finalmente, cuando no se pueda otorgar el consentimiento para una determinada acción de salud, deberá dejarse constancia escrita de ello, lo que deberá ser firmado por el jefe del servicio clínico o quien lo reemplace.
Artículo 5. Asigna al Estado la función de promover la atención interdisciplinaria en salud mental, con personal debidamente capacitado y acreditado, y entrega directrices para el proceso de atención. Establece que la hospitalización psiquiátrica es un recurso excepcional y esencialmente transitorio.
Artículo 7. Señala que el diagnóstico del estado de salud mental debe establecerse conforme dicte la técnica clínica considerando variables biopsicosociales y prohíbe la realización de un diagnóstico basado en criterios tales como el grupo político, socioeconómico, cultural, racial o religioso de la persona, ni con su identidad u orientación sexual.
Artículo 8. Establece que, cuando existan indicios de posible violencia física, psíquica, sexual, económica u otra, se dará prioridad a la atención y detección de dichas circunstancias, resguardando a la persona de las injerencias del entorno que pudieran estar contribuyendo a afectar su salud mental. Asimismo, junto con proporcionar atención de salud, se realizará la denuncia a la autoridad competente, de ser procedente. 
Título II. De los derechos de las personas en situación de discapacidad psíquica o intelectual y de las personas usuarias de los servicios de salud mental (Artículos 9 y 10)
Artículo 9. Contempla un catálogo de derechos que se reconoce a la persona con enfermedad mental o con discapacidad intelectual o psíquica.
Artículo 10. Hace referencia a la prescripción de medicación, la que debe responder a las necesidades fundamentales de la persona con padecimiento mental, ser administrada sólo con fines terapéuticos y debiendo ser atendida periódicamente por el profesional tratante.
Título III. De la naturaleza y requisitos de la hospitalización psiquiátrica (Artículos 11-21)
Artículos 11 al 21. Abordan la internación, tanto voluntaria como involuntaria, condiciones, requisitos y reglamentación. Acá se destacan los siguientes aspectos:

· La hospitalización psiquiátrica  es una medida terapéutica excepcional y esencialmente transitoria, que sólo se justifica si garantiza un mayor aporte y beneficios terapéuticos en comparación con el resto de las intervenciones posibles, dentro del entorno familiar, comunitario o social de la persona, con una visión interdisciplinaria y restringida al tiempo estrictamente necesario (artículo 11).
· La hospitalización psiquiátrica no podrá indicarse para dar solución a problemas sociales, de vivienda o de cualquier otra índole que no sea principalmente sanitaria (artículo 12).

· La hospitalización involuntaria sólo procederá cuando no sea posible un tratamiento ambulatorio y exista una situación real de riesgo cierto e inminente para la vida o integridad física de la persona o de terceros. Se establecen 5 requisitos copulativos para que proceda (artículo 13).
· Cuando se determine la hospitalización involuntaria, deberá notificarse a la  Corte de Apelaciones competente, Autoridad Sanitaria y Comisión Regional de Protección de los Derechos de las personas con Enfermedades Mentales, al día hábil siguiente. En caso que sea necesario prolongar la estancia de la persona, la Corte deberá autorizarlo (artículo 14).
· La persona hospitalizada bajo su consentimiento podrá en cualquier momento decidir por sí misma su término (artículo 18).

Titulo IV. Derechos de los familiares y de quienes apoyen a personas con enfermedad mental o discapacidad psíquica o intelectual (Artículos 22 y 23)
Estas normas contemplan los derechos de los familiares y las personas que cuidan y apoyan a personas con enfermedad mental o discapacidad psíquica o intelectual a organizarse para abogar por sus necesidades y las de las personas a su cargo y a recibir información sobre cómo ejercer su labor de cuidado.
Título V. De la inclusión social

Acá se contempla únicamente el artículo 24, según el cual “La articulación intersectorial del Estado deberá incluir acciones permanentes para la cabal inclusión social de las personas con enfermedad mental o discapacidad psíquica o intelectual”.

Título VI. Modificaciones legales.
Los artículos 25 y 26 contemplan modificaciones a la ley N° 20.584, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud. 
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL. Tienen el rango de ley orgánica constitucional, por referirse a atribuciones de los tribunales de justicia, los artículos 14, incisos segundo y tercero, 15, 17 y 18; por ende para su aprobación se exige el voto conforme de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio.
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